ACCIÓN DE TUTELA CONTRA TRÁMITE INCIDENTAL / AUTO QUE SE ABSTIENE DE DECLARAR EN DESACATO - A autoridades destinatarias de las órdenes impartidas por la Corte Constitucional en la Sentencia T-774 de 2004 / VERIFICACIÓN DEL CUMPLIMIENTO DE ÓRDENES IMPARTIDAS EN FALLO DE TUTELA EN SEDE DE REVISIÓN / CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DE CUNDINAMARCA - Ha adelantado las actuaciones administrativas tendientes al cumplimiento del procedimiento establecido en el artículo 36 de la ley 685 de 2001 / EXCLUSIÓN DE ZONAS TERRENOS Y TRAYECTOS DE MINERÍA / AUSENCIA DE VULNERACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES

[E]l actor, en primer lugar, consideró que, a pesar de que estaba debidamente probada la ocupación y explotación ilegal de un área excluida de la actividad minera, la Subsección B de la Sección Segunda del Consejo de Estado dejó de aplicar el procedimiento previsto en el artículo 36 de la Ley 685 de 2001, conforme a lo dispuso la sentencia T-774 de 2004, disposición que la obligaba a ordenar a la autoridad competente que adoptara las medidas necesarias para el desalojo de la áreas ilegalmente ocupadas. Lo anterior, no puede entenderse como un defecto sustantivo que torne procedente el amparo solicitado, por cuanto en el incidente de desacato lo que correspondía al juez era la verificación del cumplimiento de las órdenes dadas en la sentencia y la responsabilidad de los funcionarios encargados de su observancia. En todo caso, el juez del incidente advirtió que la CAR adelantó las actuaciones administrativas dispuestas por la Corte Constitucional en la sentencia objeto de cumplimiento. Adicionalmente, la norma que el tutelante considera que se desconoció al dictar la providencia en el incidente de desacato establece que en los contratos concesión se entenderán excluidas o restringidas de pleno derecho, las zonas, terrenos y trayectos en los cuales está prohibida la actividad minera o se entenderá condicionada a la obtención de permisos o autorizaciones especiales, advirtiendo que esta exclusión o restricción no requerirá ser declarada por autoridad alguna, en tanto opera por ministerio de la ley. Así mismo, el precepto establece que si de hecho dichas zonas y terrenos fueren ocupados por obras o labores del concesionario, la autoridad minera ordenará su inmediato retiro y desalojo, sin pago, compensación o indemnización alguna por esta causa, sin perjuicio de las actuaciones que inicien las autoridades competentes en cada caso cuando a ello hubiere lugar. Sobre el cumplimiento de este segundo supuesto previsto en la norma cuya aplicación pretende el accionante, la Sala encuentra que la autoridad accionada en el auto censurado verificó las actuaciones de la autoridad minera y de las accionadas encaminadas a dar cumplimiento al fallo de tutela sobre el retiro y desalojo de los concesionarios, encontrando que se habían adelantado las actividades correspondientes, previa valoración en su conjunto de las pruebas allegadas al proceso. 

INCIDENTE DE DESACATO - Finalidad / IMPOSIBILIDAD DE AMPLIAR MODIFICAR O EXTENDER ORDEN DE TUTELA EN TRÁMITE INCIDENTAL

la autoridad judicial tutelada advirtió que en sede de desacato no era posible ampliar, modificar o extender la orden de tutela dada en el año 2004 a hechos o situaciones posteriores que no fueron objeto de análisis en la acción de amparo que subyace al trámite incidental, encontrando la Sala razonable tal decisión, de cara a la naturaleza jurídica del procedimiento constitucional y al derecho al debido proceso de los funcionarios encargados de cumplir el fallo de tutela. El accionante alegó que la autoridad judicial demandada no se pronunció sobre la petición de desalojo de los concesionarios que ilegalmente explotan el área excluida de la actividad minera, conforme el procedimiento dispuesto en el artículo 36 de la Ley 685 de 2001 con lo que –en su sentir– se desconoció el derecho de acceso a la administración de justicia. Sobre esta alegación la Sala reitera que la orden en tal sentido fue dada por la Corte Constitucional a la CAR y que, contrario a lo afirmado por el accionante, en la providencia censurada se estudiaron in extenso todos los expedientes administrativos sancionatorios que han sido tramitados o se encuentran en trámite en la entidad y que tienen por objeto igualmente determinar la procedencia del desalojo o retiro de los concesionarios de las áreas protegidas

FUENTE FORMAL: LEY 685 DE 2001 - ARTÍCULO 36
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Actor: CARLOS ALBERTO MANTILLA GUTIÉRREZ

Demandado: CONSEJO DE ESTADO, SECCION SEGUNDA - SUBSECCIÓN B

Asunto: Acción de tutela – fallo de segunda instancia – Revoca para, en su lugar, negar el amparo constitucional – Análisis del cumplimiento de la carga argumentativa mínima.

OBJETO DE LA DECISIÓN

La Sala decide la impugnación interpuesta por la parte actora contra el fallo del 15 de noviembre de 2018, por medio del cual el Consejo de Estado – Sección Cuarta declaró improcedente la acción de tutela de la referencia.

I. ANTECEDENTES

1. Solicitud de amparo

1.1. Mediante escrito radicado el 4 de septiembre de 2018
, en la Secretaría General de esta Corporación, el señor Carlos Alberto Mantilla Gutiérrez, en nombre propio, ejerció acción de tutela contra el Consejo de Estado, Sección Segunda – Subsección “B”, para reclamar el amparo de sus derechos fundamentales al debido proceso, de acceso a la administración de justicia y a la igualdad, “en conexidad con el derecho a la propiedad”. 

1.2. Tales derechos los consideró vulnerados con ocasión de la providencia del 3 de julio de 2018, proferida por la referida autoridad judicial, que decidió no declarar en desacato al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, a la Contraloría General de la República, a la Procuraduría General de la Nación, a la Fiscalía General de la Nación y a la Defensoría del Pueblo, por considerar que tales autoridades no han incumplido la sentencia T-774 de 2004, dictada por la Corte Constitucional, providencia que se dictó en el incidente de desacato instaurado por el actor en relación con la referida providencia judicial. 

2. Petición de amparo constitucional 

A título de amparo constitucional, solicitó: 
PRIMERA: Que se declare, que la Sección Segunda Subsección “B” del Consejo de estado, con el auto de fecha 03 de julio de 2018, dictado en el incidente de cumplimiento y de desacato con radicación No.11001031500020020100803, por incumplimiento, y por desacato, de las órdenes de la sentencia judicial de tutela T-774 de 2004, dictadas por la Corte Constitucional, violó el derecho fundamental al debido proceso; el derecho fundamental a acceder a la administración de justicia; el derecho fundamental a la igualdad del accionante de tutela, en conexidad con su derecho fundamental de propiedad, al inaplicar, y negarse a cumplir, el procedimiento minero inmediato de expulsión inmediata, o retiro y desalojo inmediatos, uno de los efectos de la exclusión minera imperativa; establecido en el imperativo artículo 36 de la Ley 685 de 2001; norma de carácter ambiental-minero, que establece, por la autoridad competente, la obligación, indeclinable, forzosa, exclusiva, inmediata, e imperativa, de ordenar a la concesionaria minera de nombre Constructora Palo Alto y Cía. S. en C., sus socios, sus dependientes, maquinarias, zarandas, retroexcavadoras, cargadores, volquetas, camiones, vehículos, etc., el inmediato retiro y desalojo, sin compensación alguna, de todas las áreas, zonas, trayectos, y terrenos, plenamente alinderadas en el expediente, del inmueble de propiedad privada plena del accionante de tutela, denominado “Nacapava”, identificado con el número de Matrícula Inmobiliaria No.50N-20746639, y con la Cédula Catastral No.00-00-0016-0210-000.

SEGUNDA: Que se declare, que la Sección Segunda Subsección “B” del Consejo de Estado, con el auto de fecha 03 de julio de 2018, dictado en el incidente de cumplimiento y de desacato con radicación No.11001031500020020100803, por incumplimiento, y por desacato, de las órdenes de la sentencia judicial de tutela T-774 de 2004, dictadas por la Corte Constitucional, violó el derecho fundamental al debido proceso; el derecho fundamental a acceder a la administración de justicia; el derecho fundamental a la igualdad del accionante de tutela, en conexidad con su derecho fundamental de propiedad, al negarse a ordenar la inscripción en el registro de la Resolución No.0138 de 2014 del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, de realinderamiento de la reserva forestal “Cuenca alta del rio Bogotá”, tal como lo había ordenado la Corte Constitucional en el numeral 3º de la sentencia de tutela T-774 de 2004.

TERCERA: Que se declare, que la Sección Segunda Subsección “B” del Consejo de Estado, con el auto de fecha 03 de julio de 2018, dictado en el incidente de cumplimiento y de desacato con radicación No.11001031500020020100803, por incumplimiento, y por desacato, de las órdenes de la sentencia judicial de tutela T-774 de 2004, dictadas por la Corte Constitucional, violó el derecho fundamental al debido proceso; el derecho fundamental a acceder a la administración de justicia; el derecho fundamental a la igualdad del accionante de tutela, en conexidad con su derecho fundamental de propiedad, al negarse a decretar el incumplimiento y el desacato del numeral 4º de la sentencia T-774 de 2004, por la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca CAR Cundinamarca, siendo que dicha corporación:

· permitió, y está permitiendo ilícitamente la ocupación ilícita de áreas de las reservas forestales “Cuenca alta de rio Bogotá” y “Bosque oriental de Bogotá”, por simulados mineros en esas áreas, excluidas de las actividades mineras, y del texto de los títulos mineros 16569, 16715; 

· siendo que dicha Corporación está permitiendo la explotación minera de arena esas áreas de reservas forestales; siendo que dicha Corporación está permitiendo la comercialización ilegal de arena en esas áreas de reservas forestales; 

· siendo que dicha Corporación está permitiendo la construcción y el uso de carreteras mineras ilegales, en esas áreas de reservas forestales, sin licencia ambiental alguna;

· siendo que esa Corporación está permitiendo, sin licencia ambiental alguna, la realización de construcciones en áreas de las mencionadas reservas forestales; 

· siendo que esa Corporación está permitiendo el desarrollo de las urbanizaciones Capilla, Lomitas 1, y Lomitas 2., en esas áreas de reservas forestales, sin licencia ambiental y/o urbanística alguna, en contra de lo ordenado por la Corte Constitucional en el numeral 4º. de la sentencia de tutela T-774 de 2004. 

CUARTA: Que se declare, que la Sección Segunda Subsección “B” del Consejo de estado, con el auto de fecha 03 de julio de 2018, dictado en el incidente de cumplimiento y de desacato con radicación No.11001031500020020100803, por incumplimiento, y por desacato, de las órdenes de la sentencia judicial de tutela T-774 de 2004, dictadas por la Corte Constitucional, violó el derecho fundamental al debido proceso; el derecho fundamental a acceder a la administración de justicia; el derecho fundamental a la igualdad del accionante de tutela, en conexidad con su derecho fundamental de propiedad, al negarse a decretar el incumplimiento y el desacato del numeral 5º de la sentencia T-774 de 2004, por la Procuraduría General de la nación; por la Defensoría del Pueblo; por la Contraloría General de la República:

· al no intervenir ante la Oficina de registro de instrumentos públicos de Bogotá-Zona Norte, para que se realice cabalmente el registro de las afectaciones ambientales; 

· al no intervenir ante la administración de justicia para que se revise y deje sin efecto la sentencia de expropiación criminal de áreas de reservas forestal para destinarlas a la minería ilícita; 

· al no intervenir ante la Sección Primera del Consejo de estado, en el proceso de nulidad de las resoluciones de expropiación criminal de áreas de reservas forestal para destinarlas a la minería ilícita; 

· al no intervenir ante las alcaldías de Bogotá, D.C. y La Calera, Departamento de Cundinamarca, para que se imposibiliten y frenen las urbanizaciones ilegales La Capilla, Lomitas 1, y Lomitas 2; 

· al no intervenir ante la CAR Cundinamarca para que se inicien y lleven a término los procesos sancionatorios por urbanizaciones ilegales La Capilla, Lomitas 1, y Lomitas 2; por carreteras ilegales; por minería ilegal; por comercialización ilegal de arena; por construcciones ilegales en áreas de las citadas reservas forestales nacionales. 

QUINTA: Que como consecuencia de la declaración primera, anterior, se ordene, en cumplimiento de la orden especial de cumplimiento del artículo 36 de la ley 685 de 2001, consignada en el artículo 4º. de la sentencia de tutela T-774 de 2004 proferida por la Corte Constitucional, al Presidente (a) de la Agencia Nacional de Minería ANM, o a quien la reemplace, o haga sus veces, que dentro del término máximo de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir de la notificación del fallo de esta acción de tutela, ordene la expulsión, o el retiro, y el desalojo, inmediatos, sin pago, o compensación alguna, de la ocupante ilícita, e invasora criminal, concesionaria minera Constructora Palo Alto y Cía. S. en C., sus socios, sus dependientes, maquinarias, zarandas, retroexcavadoras, cargadores, volquetas, camiones, vehículos, etc., de todas las áreas, zonas, trayectos, terrenos, del inmueble de reservas forestales nacionales, denominado “Nacapava”, identificado con el número de Matrícula Inmobiliaria No.50N-20746639, y con la Cédula Catastral No.00-00-0016-0210-000, situado en comprensión de la vereda Aurora alta, del municipio de La Calera Cundinamarca, y en comprensión de la localidad de Usaquén, de Bogotá, D.C., cuyos lineros especiales son:

“ … POR EL ORIENTE, con el cauce de la quebrada La Alhaja o el Ajizal siendo el extremo sur-oriental la proyección de la coordenada del IGAC 1016500 que se toma como punto de partida y que se identificará como el mojón No. 1; POR EL SUR, desde el punto de intersección de la quebrada La Alhaja o El Ajizal con la coordenada cartográfica 1.016500 m. N. del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, I.G.A.C., o mojón No. 1 siguiendo en línea recta esa línea cartográfica hacia el occidente, hasta encontrar la carretera de penetración que parte de la antigua carretera Bogotá-Región del Guavio y que conduce hacia el sur del predio “Lomitas”, siendo esta vía, en algunos de sus puntos, el límite occidental del predio denominado “Lomitas”, carretera ésta comprendida entre las coordenadas 1.017000 m. N y 1.016500 m. N. del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, I.G.A.C., POR EL OCCIDENTE, la figura en forma parecida a la letra S que forma la carretera de penetración- ya nombrada- que parte de la carretera que de Bogotá conduce a la región del Guavio, entre las coordenadas cartográficas 1.017000 m. N. Y 1.016500 m. N. del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, I.G.A.C. y que constituye en algunos puntos el límite occidental del predio denominado “Lomitas” Y, POR EL NORTE, en línea recta y en un todo paralela a la línea cartográfica 1.016500 m. N. del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, I.G.A.C. hasta encontrar la quebrada La Alhaja o el Ajizal en el mojón No. 4, de allí al punto de partida y encierra… ”

SEXTA: Que se ordene al registrador principal de la Oficina de registro de instrumentos públicos de Bogotá – Zona Norte, que en el término máximo de cuarenta y ocho (48) horas inscriba en los folios ya determinados por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, la Resolución No.0138 de 2014 del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, de realinderamiento de la reserva forestal “Cuenca alta del rio Bogotá”, tal como lo había ordenado la Corte Constitucional en el numeral 3º de la sentencia de tutela T-774 de 2004.

SÉPTIMA: Que se ordene al Director General de la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca CAR Cundinamarca, que en el término máximo de cuarenta y ocho (48) horas, realice las acciones pertinentes y necesarias, y profiera los actos administrativos indispensables para:

· impedir la ocupación ilícita de áreas de las reservas forestales “Cuenca alta de rio Bogotá” y “Bosque oriental de Bogotá”, por simulados mineros en esas áreas, excluidas de las actividades mineras, y del texto de los títulos mineros 16569, 16715; 

· impida aún con la intervención de las fuerzas armadas y la policía nacional la explotación minera de arena esas áreas de reservas forestales; 

· impida aún con la intervención de las fuerzas armadas y la policía nacional la comercialización ilegal de arena en esas áreas de reservas forestales; 

· impida aún con la intervención de las fuerzas armadas y la policía nacional la construcción y el uso de carreteras mineras ilegales, en esas áreas de reservas forestales, sin licencia ambiental alguna; 

· impida aún con la intervención de las fuerzas armadas y la policía nacional la realización de construcciones en áreas de las mencionadas reservas forestales; 

· impida aún con la intervención de las fuerzas armadas y la policía nacional el desarrollo de las urbanizaciones Capilla, Lomitas 1, y Lomitas 2., en esas áreas de reservas forestales, sin licencia ambiental y/o urbanística alguna, en contra de lo ordenado por la Corte Constitucional en el numeral 4º. de la sentencia de tutela T-774 de 2004. 

OCTAVA: Que se solicite al Procurador general de la nación, al Defensor del Pueblo, al Contralor general de la república, que en el término máximo de cuarenta y ocho (48) horas, realice, las acciones pertinentes y necesarias, y profiera los actos administrativos indispensables para:

· intervenir ante la Oficina de registro de instrumentos públicos de Bogotá-Zona Norte, para que se realice cabalmente el registro de las afectaciones ambientales; 

· intervenir ante la administración de justicia para que se revise y deje sin efecto la sentencia de expropiación criminal de áreas de reservas forestal para destinarlas a la minería ilícita; 

· intervenir ante la Sección Primera del Consejo de estado, en el proceso de nulidad de las resoluciones de expropiación criminal de áreas de reservas forestal para destinarlas a la minería ilícita; 

· intervenir ante las alcaldías de Bogotá, D.C. y La Calera, Departamento de Cundinamarca, para que se imposibiliten y frenen las urbanizaciones ilegales La Capilla, Lomitas 1, y Lomitas 2; 

· intervenir ante la CAR Cundinamarca para que se inicien y lleven a término los procesos sancionatorios por urbanizaciones ilegales La Capilla, Lomitas 1, y Lomitas 2; por carreteras ilegales; por minería ilegal; por comercialización ilegal de arena; por construcciones ilegales en áreas de las citadas reservas forestales nacionales. 

NOVENA: Que estos hechos criminales se pongan en conocimiento del Fiscal General de la nación, para que se investiguen los delitos de prevaricato; fraude procesal agravado, continuado, y permanente, hasta la fecha, en concierto para delinquir, utilizando fraudulentamente esos contratos ineficaces contra esas áreas de propiedad plena del accionante de tutela, y de bienes materiales ambientales, suelos, aguas, vegetación, y culturales, paisaje, de uso público de los colombianos.”

3. Sustento de la vulneración 
Del escrito de tutela presentado por el accionante, se evidencian los siguientes cargos contra la providencia judicial cuestionada: 

3.1. Aseveró que, a pesar de que estaba debidamente probada la ocupación y explotación ilegal de un área excluida de la actividad minera, la Subsección B de la Sección Segunda del Consejo de Estado dejó de aplicar el procedimiento previsto en el artículo 36 de la Ley 685 de 2001, conforme a lo dispuso la sentencia T-774 de 2004, disposición que la obligaba a ordenar a la autoridad competente que adoptara las medidas necesarias para el desalojo de la áreas ilegalmente ocupadas.

3.2. Agregó que la autoridad judicial demandada no se pronunció sobre la petición de retiro y desalojo de los concesionarios que ilegalmente explotan el área excluida de la actividad minera en cuestión, conforme el procedimiento dispuesto en el artículo 36 de la Ley 685 de 2001 con lo que –en su sentir– se desconoció el derecho de acceso a la administración de justicia.

3.3. Que la providencia cuestionada desconoce las pruebas que acreditan que la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca no ha adelantado alguna actuación dirigida a dar cumplimiento a la orden impartida por la Corte Constitucional en el numeral 4º de la sentencia T-744 de 2004. 

3.4 Alegó que, la decisión objeto de tutela desconoce las pruebas que demostraban que las autoridades señaladas en el numeral 5º de la sentencia T-744 de 2004 no han dado cumplimiento a la instrucción impartida por la Corte Constitucional.

2. Hechos probados y/o admitidos  

La Sala encontró demostrados los hechos que a continuación se relacionan, los cuales son relevantes para la decisión que se adoptará en la sentencia: 

2.1. El señor Carlos Alberto Mantilla Gutiérrez, presentó demanda en ejercicio de la acción de cumplimiento, en la que solicitó que se ordenara al Ministerio de Minas y Energía cumplir con lo dispuesto en el artículo 36 de la Ley 685 de 2001
; esto es, que dispusiera el desalojo inmediato de las zonas ambientales protegidas que actualmente ocupan los concesionarios de los contratos Nos. 16.569
, 16.715
 y 15.148
.
 
2.2. En la referida demanda, el actor sustentó su solicitud de desalojo en que “(…) la totalidad de las áreas en las que se desarrollan los contratos No. 16.569, 16.715 y 15.148 suscritos por el Ministerio de Minas son reservas forestales y áreas de interés ecológico nacional incompatibles con la actividad minera, tal como lo disponen los artículos 34 y 36 de la ley 685 de 2001, concordantes con el inciso último del artículo 10 del Decreto 2655 de 1988 y los artículos 47 y 202 del Decreto 2811 de 1974.”

2.3. El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en primera instancia y el Consejo de Estado, en segunda instancia, este último en sentencia del 1º de agosto de 2002, negaron las pretensiones del demandante, por considerar en forma principal que, de acuerdo con el artículo 34 de la Ley 685 de 2001, para que las zonas de exclusión produzcan efectos “deben delimitarse geográficamente con base en estudios técnicos, sociales y ambientales”, y como en el plenario no se demostró que tales estudios se hubiesen llevado a cabo, no se podía determinar que las zonas en las que se vienen desarrollando actividades con sustento en las concesiones Nos. 16.569, 16.715 y 15.184 debieran ser desalojadas.

2.4. Contra las anteriores decisiones, el accionante interpuso acción de tutela que fue negada por las secciones Tercera y Cuarta de esta Corporación, no obstante la misma fue seleccionada por la Corte Constitucional, en sede de revisión, corporación que profirió la sentencia T-774 de 2004, en la que resolvió:
“Primero.- Confirmar parcialmente la sentencia de la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado dentro del proceso de la referencia, y en su lugar, tutelar el derecho al debido proceso de Carlos Alberto Mantilla Gutiérrez, en conexidad en este caso, con el derecho a un medio ambiente sano.

Segundo.- Dejar sin efecto los argumentos de la sentencia del 1° de agosto de 2002 de la Sección Segunda, Subsección ‘A’, del Consejo de Estado que constituyen un defecto de carácter sustantivo y, por tanto, desconocen los derechos al debido proceso, en conexidad con el derecho a un medio ambiente sano. Los tres argumentos contenidos en la parte motiva a los que se hace referencia son los siguientes:

(i) aplicar en un proceso judicial los apartes del artículo 36 de la Ley 685 de 2001 que fueron declarados inexequibles por la Corte Constitucional mediante la sentencia C-339 de 2002 [argumento contemplado por la sentencia del 1° de agosto de 2002 de la Sección Segunda, Subsección ‘A’, del Consejo de Estado en las páginas 8 y 9]. 

(ii) considerar inoponible al Ministerio de Minas y Energía normas ambientales de orden público que protegen los cerros orientales de Bogotá, zona de interés ecológico nacional (entre otras, Ley 99 de 1993, artículos 4, 30, 61 y 63; Ley 388 de 1997, artículo 10) [argumento contemplado por la sentencia del 1° de agosto de 2002 de la Sección Segunda, Subsección ‘A’, del Consejo de Estado en el último párrafo de la página 9].

(iii) aplicar una norma del sistema jurídico (resolución 249 de 1994, artículo 2, en este caso), desconociendo uno de los supuestos de hecho que la propia disposición normativa presupone [argumento contemplado por la sentencia del 1° de agosto de 2002 de la Sección Segunda, Subsección ‘A’, del Consejo de Estado en el segundo párrafo de la página 10].

Tercero.- Para efectos de proteger los derechos de terceros de buena fe que sean particulares ajenos a este proceso, ordenar al Viceministro de Ambiente que adopte las medidas necesarias, si aún no lo ha hecho, para que se registre debidamente la Resolución 76 de 1977 del Ministerio de Agricultura en las oficinas de instrumentos públicos que corresponda. La Secretaría General de la Corte Constitucional enviará copia de la presente sentencia al Viceministro de Ambiente para que en el término de dos semanas contadas a partir del momento en que se efectúe dicha comunicación, dé cumplimiento a lo dispuesto en este numeral.

Cuarto.- Ordenar a la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca, “máxima autoridad ambiental en el área de su jurisdicción” (Ley 99 de 1993), que tome las medidas procedentes y pertinentes para asegurar que en los terrenos donde se desarrollan los contratos de concesión minera N° 16569, 16715 y 15148, se dé “cumplida y oportuna aplicación” a las normas legales vigentes sobre medio ambiente y recursos naturales renovables, en especial del artículo 36 de la Ley 685 de 2001. Para efectos de dar cumplimiento a lo aquí dispuesto, la Secretaría General de la Corte Constitucional remitirá copia de la presente sentencia a la CAR de Cundinamarca.

Quinto.- Comunicar, por intermedio de Secretaria General, la presente sentencia a la Contraloría General de la República, a la Procuraduría General de la Nación, a la Fiscalía General de la Nación y a la Defensoría del Pueblo para que tomen las medidas procedentes y pertinentes en defensa del medio ambiente de acuerdo con sus competencias, en especial lo referente a la Resolución 0421 de 1997 de la CAR. Para efectos del cumplimiento de este numeral, la Secretaria General de la Corte Constitucional remitirá a cada una de estas entidades copia del expediente y la sentencia del presente proceso. 

Sexto.- Comunicar, por Secretaría General, la presente sentencia a la Alcaldía de Bogotá, DC, y la Alcaldía de La Calera, para lo cual se les enviará copia de la misma”.
2.5. En la referida sentencia, la Corte Constitucional concluyó que varias de las razones invocadas por la Sección Segunda, Subsección A del Consejo de Estado en la sentencia que resolvió la petición de cumplimiento cuestionada, implicaban la incursión de la providencia en los defectos sustantivos señalados.

2.5.1. No obstante lo anterior, dicha Corporación precisó que uno de los argumentos contenidos en la sentencia del 1º de agosto de 2002, era válido, autónomo y suficiente para sustentar la decisión de negar la acción de cumplimiento, como es que dicho mecanismo no es idóneo para resolver los motivos de inconformidad del accionante, relacionados con la presunta vulneración del derecho al medio ambiente con ocasión a los referidos contratos de explotación minera.

2.5.2. En virtud de lo anterior, la Corte Constitucional determinó que no debía dejarse sin efectos la sentencia del 1º de agosto de 2002 del Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A, sino únicamente los argumentos contenidos en la misma contrarios al derecho al debido proceso.

2.5.3. Por otra parte, la Corte, al margen de la acción de cumplimiento, consideró que en la ejecución de los contratos de concesión minera 16569, 16715 y 15148, se advertían irregularidades y situaciones contrarias a la normatividad ambiental, por lo que en garantía al derecho al medio ambiente sano, que fue amparado en conexidad con el debido proceso, dictó las órdenes consagradas en los numerales tercero, cuarto y quinto de la parte resolutiva de la sentencia T-744 de 2004.

2.6. El señor Carlos Alberto Mantilla Gutiérrez, mediante escrito del 13 de noviembre de 2013
 acudió ante el Consejo de Estado, con el fin de que se iniciara incidente de desacato en contra de la Fiscalía General de la Nación, la Procuraduría General de la Nación, la Contraloría General de la República, la Defensoría del Pueblo y la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca, por el presunto incumplimiento de la sentencia T-774 de 2004 proferida por la Corte Constitucional.
2.7. Mediante auto del 19 de febrero de 2015 la Sección Segunda, Subsección B del Consejo de Estado declaró que la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca, la Contraloría General de la República, la Procuraduría General de la Nación, la Fiscalía General de la Nación y la Defensoría del Pueblo no habían incumplido la sentencia T-774 de 2004.

2.8. Posteriormente, a través de memorial radicado el 14 de julio de 2017, el señor Carlos Alberto Mantilla acudió nuevamente ante esta Corporación, para solicitar que se diera apertura al trámite incidental por desacato y que se dictaran nuevas órdenes, con los siguientes argumentos:

2.8.1. Indicó que, pese a que han transcurrido casi trece años desde la expedición de la sentencia T-774 de 2004, en la actualidad no se ha dado cumplimiento a lo allí ordenado.

2.8.2. Señaló que las áreas protegidas, que fueron estudiadas en la sentencia de tutela, continúan siendo objeto de explotación y destrucción por parte de mineros intrusos y que la alcaldía de La Calera se negó a cumplir con el debido proceso, toda vez que no llevó a cabo la diligencia solicitada conforme con el artículo 306 de la Ley 685 de 2001
, de constatación y suspensión minera ilegal sin título minero.

2.8.3. Alegó que la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca - CAR, en lugar de dar cumplimiento al numeral cuarto de la parte resolutiva de la sentencia T-744 de 2004 de la Corte Constitucional, ha permitido que los contratos de concesión minera números 16.569 y 16.715 se desarrollen en zonas de reserva forestal, en perjuicio de los cerros orientales de Bogotá.

2.8.4. Lo anterior, por cuanto en la Resolución 0133 de 2016, la CAR señaló que está vigente el Plan de Manejo, Restauración y Recuperación Ambiental – PMRRA contenido en la Resolución 421 de 1997, desconociendo que el Consejo de Estado
 estableció un término máximo de duración para los mismos de diez meses, que fenecieron en marzo de 2004, por lo que la CAR debió ordenar el inmediato retiro y desalojo de los terrenos involucrados, sin derecho a pago, compensación o indemnización alguna.

2.8.5. Adicionalmente, señaló que la CAR Cundinamarca, mediante la Resolución 01998 de 2009, únicamente ordenó suspender las actividades criminales de explotación de yacimientos mineros en las áreas de reserva forestal nombradas, pero no ordenó el retiro y desalojo de los explotadores.

2.8.6. Por otra parte, señaló que se debe modificar la orden dada por la Corte Constitucional en la sentencia T-774 de 2004, indicando que, en su lugar, se debe disponer el “inmediato retiro y desalojo, sin pago, compensación o indemnización alguna por esta causa”, orden que –a su juicio– se debe dirigir a la Presidenta de la Agencia Nacional de Minería.

2.8.7. Solicitó que “con fundamento en los artículos 4º y 5º de la sentencia de tutela T-774 de 2004, el Director General de la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca CAR, la Presidenta de la Agencia Nacional de Minería ANM; el Procurador General de la Nación; y el Contralor General de la República, dentro de las cuarenta y ocho (49) horas siguientes al fallo, presenten las denuncias penales y disciplinarias y las acciones civiles, indispensables, para lograr la condena de los responsables, y el pago de las indemnizaciones a las víctimas, contra los nombrados simulados concesionarios mineros, sus dependientes, obreros, trabajadores, y contra los funcionarios públicos coautores y cómplices de los delitos de prevaricato, falsedad ideológica, falsedad por uso de documento público falso, fraude procesal, favorecimiento, encubrimiento, falsedad material, invasión de áreas protegidas, daño ambiental, explotación ilícita de yacimiento minero, etc.”.

2.9. Posteriormente, mediante memorial del 27 de septiembre de 2017
, el actor solicitó que se diera aplicación al concepto oficial emitido por la Agencia Nacional de Minería, autoridad ambiental competente, el cual se refirió a una consulta realizada sobre un asunto similar, en el cual se concluye que sin existir orden judicial imperativa de cumplimiento del artículo 36 de la Ley 685 de 2001, debe realizarse el retiro y desalojo de las áreas de las reservas forestales que están siendo invadidas por concesiones mineras.

1.10. En memorial presentado el 20 de noviembre de 2017
, el tutelante adicionó la solicitud, en el sentido de que se ordene a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Bogotá – Zona Norte, que se realice la corrección de la anotación 46 de fecha 20 de mayo de 2005 en los folios de matrícula inmobiliaria 50N-1180581 y 50N-20334163, así como que se ordene al Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible que solicite a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos dicha corrección.

1.11. Igualmente, solicitó que se ordene al Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible que disponga a la Oficina de Instrumentos Públicos de Bogotá –Zona Norte la anotación de la afectación de la reserva forestal “Cuenca Alta del Río Bogotá” y de las Resoluciones 76 de 1977 del Ministerio de Agricultura y 138 de 2014 del Ministerio de Ambiente.

1.12. Posteriormente, mediante escrito del 15 de diciembre de 2017
, señaló que con el incumplimiento de la sentencia T-774 de 2004 se ha generado la afectación de diferentes derechos colectivos, entre otros, los siguientes: al medio ambiente sano, al acceso a agua potable, a la seguridad y salubridad pública.

1.13. Por escrito del 16 de enero de 2018
, reiteró los argumentos expuestos en los escritos anteriores, con el fin que se ordenara el cumplimiento de la sentencia T-774 de 2004.

1.14. Asimismo, a través de memorial de 26 de enero de 2018
 dirigido al Magistrado de la Corte Constitucional Carlos Bernal Pulido, el señor Carlos Alberto Mantilla indicó los mismos argumentos presentados, con el fin de poner de presente el incumplimiento de la sentencia T-774 de 2004.

1.15. Mediante memoriales del 13 de junio
, 18 de junio
, 22 de junio
, 25 de junio
 y 26 de junio de 2018
 insistió en los argumentos presentados con el fin de que se ordene el cumplimiento inmediato de los artículos 3, 4 y 5 de la sentencia de tutela T-774 de 2004.
1.16. En reiteradas oportunidades, el señor Mantilla Gutiérrez ha interpuesto incidentes de desacato pues, a su juicio, las entidades a las que se dirigió el fallo de tutela no han dado cumplimiento a las órdenes proferidas por la Corte Constitucional.

1.17. Mediante auto de 3 de julio de 2018, la Subsección B de la Sección Segunda del Consejo de Estado resolvió, lo siguiente:

“(…)
CUARTO: NO DECLARAR en desacato al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca, la Contraloría General de la República, la Procuraduría General de la Nación, la Fiscalía General de la Nación y la Defensoría del Pueblo, pues, toda vez que no han incumplido la sentencia T-774 de 2004, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de la presente providencia.”

1.17.1. Para arribar a la citada resolutiva, en la providencia censurada se analizó la naturaleza jurídica del incidente de desacato y sus diferencias con el cumplimiento del fallo, a la luz de los artículos 27 y 52 del Decreto Ley 1591 de 1991, se transcribieron in extenso las órdenes impartidas por la Corte Constitucional en la sentencia de tutela objeto de cumplimiento y las consideraciones realizadas por la referida corporación en torno a la protección del derecho a un ambiente sano.

1.17.2. A continuación comprobó el cumplimiento de cada una de las órdenes, con fundamento en las pruebas allegadas a la actuación así: 

1.17.2.1. Numeral tercero de la parte resolutiva de la sentencia T-774 de 2004, en el que la Corte Constitucional ordenó al Viceministro de Ambiente que adopte las medidas necesarias, de no haberlo hecho aún, para que se registre debidamente la Resolución 76 de 1977 del Ministerio de Agricultura en las oficinas de instrumentos públicos que corresponda. 

Sobre esta orden, en la providencia censurada, previa valoración de las prueba allegadas, se concluyó que el Ministerio de Ambiente ha impartido la orden de inscripción de los actos administrativos que se refieren a las reservas forestales y ha resuelto cada una de las solicitudes de inscripción elevadas en tal sentido, las cuales se han tramitado en debida forma.

1.17.2.2. Numeral cuarto de la parte resolutiva de la sentencia T-774 de 2004

1.17.2.2.1. Se ordenó a la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca – CAR que tomara las medidas procedentes y pertinentes para asegurar que en los terrenos donde se desarrollan los contratos de concesión minera 16569, 16715 y 15148 se dé cumplida y oportuna aplicación a las normas  vigentes sobre medio ambiente y recursos naturales renovables, en especial del artículo 36 de la Ley 685 de 2001.

1.17.2.2.2. En la providencia se estudiaron las actuaciones realizadas por la CAR en relación con los títulos mineros, relacionado detalladamente las medidas adoptadas para la protección del medio ambiente, de las cuales concluyó que la entidad ha adelantado diferentes actuaciones y gestiones tendientes a dar cumplimiento a lo dispuesto por la Corte Constitucional en la sentencia de tutela T-774 de 2004.

1.17.2.3. Numeral quinto de la parte resolutiva de la sentencia T-774 de 2004

1.17.2.3.1. En este numeral se dispuso comunicar a la Contraloría General de la República, a la Procuraduría General de la Nación, a la Fiscalía General de la Nación y a la Defensoría del Pueblo para que tomaran las medidas procedentes y pertinentes en defensa del medio ambiente, de acuerdo con sus competencias, en especial lo referente a la Resolución 421 de 1997 de la CAR.

1.17.2.3.2. La Sala accionada verificó las actuaciones de cada una de las entidades destinatarias de las órdenes, concluyendo que todas las entidades acreditaron en grado de plenitud probatoria el cumplimiento de la orden impartida en la sentencia y en la actualidad continúan ejecutando actuaciones encaminadas a la protección del medio ambiente.

1.17.2.4. Sobre la solicitud de modificación de la orden dada por la Corte Constitucional, justificó las razones por las cuales consideraba que no resultaba procedente.

3. Actuaciones procesales relevantes

3.1. Admisión de la demanda 

3.1.1. Por auto del 10 de septiembre de 2018, el magistrado Ponente de la Sección Cuarta del Consejo de Estado admitió la demanda y ordenó notificar, como parte demandada, a los magistrados de la Subsección B de la Sección Segunda del Consejo de Estado, y, como terceros con interés: al Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible, a la Agencia Nacional de Minería, a la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca, al Procurador General de la Nación, al Fiscal General de la Nación, al Contralor General de la República, al Defensor del Pueblo, al Superintendente de Notariado y Registro (Oficina de Instrumentos Públicos de Bogotá – Zona Norte), vinculados al proceso que dio lugar a la providencia objeto de tutela. 

3.1.2. De igual forma, dispuso la vinculación de Claudia Isabel Arévalo, vinculada en calidad de tercero con interés en el proceso de incidente de desacato; al Gobernador de Cundinamarca, al alcalde municipal de La Calera, al alcalde de la localidad de Usaquén, al representante legal de la concesionaria minera Constructora Palo Alto y Cía. en C., a Ricardo Vanegas Sierra e Ingrid Moller Bustos y a todos los titulares de los contratos de concesión minera, en relación con quienes consideró podían tener interés en el resultado de la actuación.
3.1.3. En cumplimiento de lo anterior, la Secretaría General de la Corporación practicó las notificaciones a los demandados y los terceros con interés
.

3.2. Contestaciones

3.2.1. Informes de la autoridad accionada - Subsección B de la Sección Segunda del Consejo de Estado

No intervino, a pesar de que fue notificada de la admisión de la demanda de tutela.

3.2.2. Informes de los terceros vinculados

3.2.2.1. La Contraloría General de la República
, por intermedio de la Contraloría Delegada para el Medio Ambiente, señaló que desde el 2004 y hasta la actualidad, ha atendido a las obligaciones legales y constitucionales ordenadas en la sentencia T-774 de 2004.

Agregó que “ha llevado a cabo actuaciones de control encaminadas a verificar el cumplimiento de funciones por parte de las autoridades ambientales en la protección de los cerros orientales de Bogotá, las cuales fueron expuestas a través del documento 2018EE0024226 del 26 de febrero de 2018, en virtud de la apertura del incidente de desacato…”

3.2.2.2. El Ministerio de Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible
, mediante apoderado, pidió que se negara la tutela porque el accionante contaba con otro mecanismo de defensa judicial, en concreto el previsto en el artículo 36 de la Ley 685 de 2001, que debe ser tramitado ante la autoridad minera.

Así mismo, propuso la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva, toda vez que ha cumplido con las funciones impuestas mediante el Decreto 3570 de 2011. 

3.2.2.3. La Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca
, mediante apoderado, pidió que se negaran las pretensiones de la demanda de tutela porque la providencia del 3 de julio de 2018, dictada por la Subsección B de la Sección Segunda del Consejo de Estado, no desconoció los derechos fundamentales frente a los que el demandante solicita amparo. 

Así mismo, sostuvo y acreditó que la entidad ha dado cabal cumplimiento a las órdenes impuestas por la Corte Constitucional en sentencia T 774 de 2004. 

3.2.2.4. Ricardo Vanegas Sierra señaló que la tutela era improcedente porque desconocía el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991.

3.2.2.5. La Alcaldía Local de Usaquén
, por intermedio de la directora jurídica de la Secretaría Distrital de Gobierno de Bogotá, pidió decretar la improcedencia de la tutela en consideración a que esa autoridad no tiene injerencia en la actuación que, según el demandante, dio lugar al desconocimiento de los derechos fundamentales presuntamente transgredidos.

3.2.2.6. La Fiscalía General de la Nación
, por intermedio de la Coordinación de la Unidad de Defensa Jurídica de la Dirección de Asuntos Jurídicos, solicitó declarar la falta de legitimación en la causa por pasiva de esa entidad para ser vinculada a la tutela interpuesta por el accionante.

Lo anterior, por considerar que no existe una relación de causalidad entre sus actuaciones y omisiones y la violación del debido proceso alegada por el accionante.

3.2.2.7. La Procuraduría General de la Nación
, por intermedio de la Procuradora Judicial II Ambiental y Agraria de Bogotá, pidió negar el amparo porque no se enmarca dentro de ninguna de las causales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales.

3.2.2.8. La Agencia Nacional de Minería
, por intermedio del coordinador del Grupo de Defensa Jurídica de la Oficina Asesora Jurídica de la Agencia Nacional de Minería, pidió negar por improcedente la tutela; así mismo propuso la falta de legitimación en la causa por pasiva, debido a que no existe relación entre los hechos alegados por el accionante en sede de tutela y la actuación de la entidad.

3.2.2.9. Los demás terceros vinculados al proceso no intervinieron, pese a que fueron notificados el auto admisorio de la demanda de tutela.

3.3. Sentencia de primera instancia
3.3.1. La Sección Cuarta del Consejo de Estado, mediante sentencia del 15 de noviembre de 2018, declaró improcedente la solicitud de amparo constitucional. 

3.3.2. Para arribar a la citada resolutiva, en primer lugar, estudió los requisitos de procedibilidad adjetiva, considerando que no concurría en el caso concreto el de relevancia constitucional, por cuanto de los alegatos del demandante se desprende que, más que procurar la protección de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados con la providencia cuestionada, se pretende reiterar el debate jurídico que planteó en el incidente de desacato, y que fue resuelto en debida forma por la Subsección B de la Sección Segunda del Consejo de Estado.

3.3.3. Al respecto precisión que, en el escrito del incidente de desacato, el actor luego de exponer las circunstancias de hecho que, a su juicio, ponen en evidencia el incumplimiento de lo ordenado por la Corte Constitucional, reiteró la petición del incidente de desacato, solicitando la modificación de la orden dada en la tutela cuyo cumplimiento pretendía.
3.3.4. Consideró que en ese sentido simplemente se expone el desacuerdo del actor con la providencia judicial sin que el mismo haya argumentado la transgresión de los derechos fundamentales respecto de los que solicita protección, y por tanto, no se tiene por satisfecho el requisito de relevancia constitucional. 

3.3.5. Agregó que, por otro lado, en el caso concreto no se cumplen los presupuestos específicos de procedencia de la acción de tutela contra providencias o actuaciones dictadas en procesos de tutela, en la medida en que no se ha vulnerado algún derecho fundamental del demandante.

3.3.6. Se refirió a cada una de las ordenes involucradas en la sentencia objeto de solicitud de cumplimiento y a la razonabilidad de las decisiones adoptadas por la autoridad accionada, la cual “luego de relacionar las actividades y diligencias que encontró debidamente acreditadas, advirtió que las entidades, dentro de sus competencias, han adelantado actuaciones tendientes a garantizar las normas constitucionales de conformidad con las órdenes impartidas por la Corte Constitucional.”

3.3.7. La sentencia de tutela se notificó por medios electrónicos a partes e intervinientes el 27 de noviembre de 2018, según constancias obrantes a folios 210 a 225 del expediente de tutela. 

3.4. Impugnación

3.4.1. Con escrito recibido el 22 de noviembre de 2018,
 el actor impugnó la sentencia de primera instancia, solicitó que se revocara y, en su lugar, se accediera a la petición de amparo.

3.4.2. Como argumento de impugnación, precisó que la presente acción tiene relevancia constitucional, en la medida en que involucra el derecho fundamental al debido proceso en materia minera, según lo establecido en el artículo 36 de la Ley 685 de 2001. 

3.4.3. Agregó que la autoridad accionada no le dio aplicación al procedimiento especial minero, omitiendo disponer el trámite de retiro y desalojo inmediato contemplado en la referida norma procesal. 

3.4.4. Calificó como “falso” el argumento referido a que el accionante no hubiera alegado, descrito y soportado la violación del derecho fundamental al debido proceso, en sustento de ello transcribió nuevamente los fundamentos fácticos de la demanda de tutela. 

3.4.5. Consideró que la función de la Sección Segunda del Consejo de Estado, en el trámite del incidente de desacato en el que se dictó la providencia censurada, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991 no era hacer una manifestación de “inocua improcedencia” sino “adoptar directamente todas las medidas para el cabal cumplimiento del mismo y establecer los demás efectos del fallo para el caso concreto y mantendrá la competencia hasta que esté completamente restablecido el derecho o eliminadas las causas de la amenaza.”
 

2.4.6. Afirmó que, contrario a lo concluido por la autoridad accionada, al resolver el incidente de desacato, advierte que la CAR no le ha dado trámite a los procesos sancionatorios de carácter ambiental adelantados contra los titulares de las licencias ambientales, indicando que las demás entidades igualmente presentaron pruebas de cumplimiento que no han debido ser aceptadas como “útiles” e insiste en el incumplimiento de las disposiciones contenidas en el fallo de tutela. 

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia

Esta Sala es competente para conocer de impugnación interpuesta por la parte actora contra el fallo de primera instancia en la acción de amparo constitucional instaurada por el señor Carlos Alberto Mantilla Gutiérrez, de conformidad con lo establecido en el Decreto Ley 2591 de 1991, en el Decreto 1069 de 2015 y en el artículo 1º del Acuerdo 55 de 2003 de la Sala Plena de esta Corporación.

2. Problemas jurídicos

2.1. Corresponde a la Sala determinar si procede confirmar, modificar o revocar la providencia de 15 de noviembre de 2018, dictada por la Sección Cuarta del Consejo de Estado, en la acción de tutela instaurada en contra de la Subsección B de la Sección Segunda del Consejo de Estado, con el fin de reclamar el amparo de sus derechos fundamentales de acceso a la administración de justicia, al debido proceso, de acceso a la administración de justicia y a la igualdad, “en conexidad con el derecho a la propiedad”. 

2.2. En consecuencia, de cara al examen de la situación fáctica expuesta por el accionante, del material probatorio recaudado y de las causales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencia judicial invocadas, los problemas jurídicos que subyacen al caso concreto son los siguientes:

2.2.1. Si concurren en la presente solicitud de protección constitucional los requisitos de procedibilidad adjetiva de la acción de tutela que den paso al estudio de fondo de los derechos fundamentales invocados.

2.2.2. En el evento de que la respuesta al anterior interrogante sea afirmativa, se resolverá si la autoridad judicial accionada vulneró los derechos fundamentales de la parte actora, con ocasión del proferimiento de la providencia del 3 de julio de 2018, que se abstuvo de declarar en desacato a las autoridades destinatarias de las órdenes impartidas por la Corte Constitucional en la Sentencia T-774 de 2004. 

2.2.3. Por razones de orden metodológico, se analizarán los siguientes temas i) acción de tutela contra providencias judiciales; ii) procedencia excepcionalísima contra providencias de Altas Cortes; iii) acción de amparo contra autos que resuelven incidentes de desacato iv) estudio de los requisitos de procedibilidad adjetiva; y v) análisis del caso concreto, con fundamento en los argumentos expuestos en la impugnación y en la valoración en su conjunto de las pruebas allegadas a la actuación.

3. Razones jurídicas de la decisión 

3.1. Procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial

3.1.1. La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo de 31 de julio de 2012
 unificó la diversidad de criterios que esta Corporación tenía sobre la acción de tutela contra providencias judiciales, por cuanto las distintas Secciones y la misma Sala Plena habían adoptado posturas diversas sobre el tema
 y declaró su procedencia.
 

3.1.2. Así pues, esta Sección de manera reiterada ha establecido como parámetros para realizar su estudio, que cumpla con los siguientes requisitos: i) que no se trate de tutela contra tutela; ii) inmediatez; iii) subsidiariedad, es decir, agotamiento de los requisitos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección del derecho que se dice vulnerado. De modo que, de no observarse el cumplimiento de uno de estos presupuestos, se declara la improcedencia del amparo solicitado, sin que se analice el fondo del asunto. 

3.1.3. Por el contrario, cumplidos esos parámetros, corresponderá a la Sala adentrarse en la materia objeto del amparo, a partir de los argumentos expuestos en la solicitud y de los derechos fundamentales que se afirmen vulnerados, en donde para la prosperidad o negación del amparo impetrado, se requerirá: i) que la causa, motivo o razón a la que se atribuya la transgresión sea de tal entidad que incida directamente en el sentido de la decisión y ii) que la acción no intente reabrir el debate de instancia.

3.1.4. Huelga manifestar que esta acción constitucional no puede ser considerada como una “tercera instancia” que se emplee, por ejemplo, para revivir términos, interpretaciones o valoraciones probatorias que son propias del juez natural. Bajo las anteriores directrices se entrará a estudiar el caso de la referencia.
3.2. Procedencia de la acción de tutela contra providencias de Altas Cortes 

3.2.1. La Corte Constitucional, en sentencia SU-573 del 14 de septiembre de 2017
, consideró que cuando se trate de acciones de tutela contra providencias proferidas por la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, se ha determinado un criterio adicional de procedencia de la acción constitucional, en atención a que “dichos organismos judiciales son los llamados a definir y unificar la jurisprudencia en sus respectivas jurisdicciones”
. Al respecto reiteró la ratio decidendi contenida en las sentencias SU-917 de 2010 y SU-050 de 2017, que consideraron: 

“… la tutela contra providencias judiciales de las altas Corporaciones es más restrictiva, en la medida en que sólo tiene cabida cuando una decisión riñe de manera abierta con la Constitución y es definitivamente incompatible con la jurisprudencia trazada por la Corte Constitucional al definir el alcance y límites de los derechos fundamentales o cuando ejerce el control abstracto de constitucionalidad, esto es, cuando se configura una anomalía de tal entidad que exige la imperiosa intervención del juez constitucional. En los demás eventos los principios de autonomía e independencia judicial, y especialmente la condición de órganos supremos dentro de sus respectivas jurisdicciones, exigen aceptar las interpretaciones y valoraciones probatorias aun cuando el juez de tutela pudiera tener una percepción diferente del caso y hubiera llegado a otra conclusión”.

3.2.2. En la referida sentencia consideró que, para establecer la procedencia de la acción de tutela contra una providencia judicial proferida por una Alta Corporación, se requiere que concurran los siguientes requisitos: “(i) el cumplimiento de los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales; (ii) el cumplimiento de uno de los requisitos especiales de procedencia; y (iii) la configuración de una anomalía de tal entidad que exija la imperiosa intervención del juez constitucional”. (Resaltado de la Sala).

3.2.3. En la sentencia SU-050 de 2018
 se afirmó que la tutela contra sentencia de alta Corte solo es procedente cuando es definitivamente incompatible con el alcance y límite de los derechos fundamentales que han sido desarrollados por la Corte Constitucional o cuando se genera una anomalía de tal entidad que es necesaria la intervención del juez constitucional.
 
3.2.4. Así, esta acción solo es procedente contra providencias judiciales cuando se advierta que la decisión respectiva se opone a los postulados constitucionales y el análisis del juez debe restringirse a realizar el análisis sobre dicha oposición.
3.3. Procedencia de la acción de tutela contra los autos que resuelven el incidente de desacato

3.3.1. En atención a la naturaleza jurídica del incidente de desacato como trámite sancionatorio, se ha considerado que, contra las decisiones que se adopten en el mismo procede excepcionalmente la acción de tutela, por cuanto en dicho trámite deben garantizarse derechos fundamentales, entre ellos, el debido proceso constitucional.

3.3.2. Al respecto, la Corte Constitucional
 ha considerado que para que la acción de tutela proceda contra la providencia que resuelve un incidente de desacato es necesario que se verifiquen los siguientes requisitos:
“(...) las razones que el peticionario exponga en su escrito de tutela deben ser coherentes con los argumentos esgrimidos durante el incidente y que las pruebas que pretenda hacer valer hayan sido solicitadas, conocidas o analizadas en la etapa incidental porque de lo contrario la tutela no sería procedente en tanto que ésta no puede ser utilizada como un remedio procesal ante la desidia o negligencia del interesado”.

3.3.3. En el mismo fallo precisó que el juez constitucional que conoce de una tutela contra la providencia que resuelve el desacato debe limitarse a estudiar “(i) si el juez que decidió el incidente de desacato se ajustó a la orden de amparo proferida cuyo incumplimiento define; (ii) si respetó el debido proceso y (iii) si la sanción impuesta -si fuere el caso- no es arbitraria, sin que por otra parte pueda reabrir el debate o decidir sobre el fondo del asunto ya fallado en la tutela donde se produjo el incidente de desacato que se ataca, ni cambiar la protección concedida o el alcance y contenido de aquella”.

3.3.5. Así mismo, en la sentencia SU 627 de 2015, la Corte Constitucional fijó las reglas de procedencia de la acción de tutela contra providencias dictadas en el trámite de la acción de tutela, en los siguientes términos: 

“4.6. Unificación jurisprudencial respecto de la procedencia de la acción de tutela contra sentencias de tutela y contra actuaciones de los jueces de tutela anteriores o posteriores a la sentencia.

4.6.1. Para establecer la procedencia de la acción de tutela, cuando se trata de un proceso de tutela, se debe comenzar por distinguir si ésta se dirige contra la sentencia proferida dentro de él o contra una actuación previa o posterior a ella.

4.6.2. Si la acción de tutela se dirige contra la sentencia de tutela, la regla es la de que no procede. 

…

4.6.3. Si la acción de tutela se dirige contra actuaciones del proceso de tutela diferentes a la sentencia, se debe distinguir si éstas acaecieron con anterioridad o con posterioridad a la sentencia.

…

4.6.3.2. Si la actuación acaece con posterioridad a la sentencia y se trata de lograr el cumplimiento de las órdenes impartidas en dicha sentencia, la acción de tutela no procede. Pero si se trata de obtener la protección de un derecho fundamental que habría sido vulnerado en el trámite del incidente de desacato, y se cumplen los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, la acción de tutela puede proceder de manera excepcional”. (Subrayas de la Sala)

3.4. Análisis de los requisitos adjetivos de procedibilidad

3.4.1. Relevancia constitucional

3.4.1.1. Para la Sala es necesario precisar que, pese a que el a quo declaró improcedente la solicitud de amparo presentada por la parte actora, por considerar que no se cumplió con el requisito de “relevancia constitucional”
, lo cierto es que en el presente caso el mismo se encuentra plenamente configurado. 

3.4.1.2. Lo anterior, por cuanto al realizar el test de procedibilidad de la acción en relación con los supuestos fácticos de la demanda, las pretensiones, la carga argumentativa y probatoria que justifica la protección de los derechos fundamentales invocados por la parte actora, se advierte que ésta solicita la garantía del debido proceso constitucional, en la medida en que solicita la protección que fue expresamente reconocida por la Corte Constitucional en el fallo de tutela T-774 de 2004 que amparó tal derecho en conexidad con el de un medio ambiente sano. 

3.4.1.3. Cabe destacar que resulta imperativo el análisis de fondo del asunto, con el fin de establecer si concurre el presupuesto señalado en el numeral 4.6.3.2. de la sentencia de constitucionalidad SU 627 de 2015, esto es, si en el trámite incidental se presentó la vulneración de los derechos que la parte actora reclama y si, en efecto, se logró la efectividad del fallo de tutela previamente dictado por la Corporación de cierre en  materia de derechos fundamentales. 

3.4.1.4. De lo expuesto se desprende que prima facie el análisis del caso se debe realizar desde la perspectiva constitucional del derecho del actor a obtener la efectiva protección de los derechos al debido proceso y a un ambiente sano, previamente reconocidos en sentencia de tutela, cumpliéndose, en consecuencia, la finalidad establecida en relación con este requisito constitucional . 

3.4.1.5. La Sala destaca que en el sub examine únicamente mediante el estudio de fondo del asunto se podrá establecer si con ocasión de la providencia judicial se vulneró el núcleo esencial de los derechos reclamados, análisis que se realizará de conformidad con los artículos 29, 31, 33 y 228 Constitucional
, que contienen los elementos esenciales del derecho al debido proceso, siendo los demás componentes de naturaleza legal y reglamentaria, que escapan a la órbita de competencia del juez constitucional y a la luz de la calidad de Constitución Ecológica otorgada a la Constitución de 1991.

3.2.1.6. Así las cosas, se observa que no se trata de un debate de orden exclusivamente legal, el cual basado en la tutela judicial efectiva no admite que el titular del derecho o el interesado legítimo quede en un estado de indefensión, de tal manera que al existir la eventualidad de que no haya obtenido la protección de sus derechos ante el juez constitucional del incidente de desacato, puede comparecer en busca de protección los postulados del Estado Social de Derecho, como garante de la dignidad humana. 

3.2.1.7.  Se destaca que un asunto es de relevancia constitucional cuando resulta necesario verificar si subsiste violación o amenaza al derecho fundamental, después de haber agotado el procedimiento legal administrativo de policía o judicial establecido por la ley para su protección. Ello quiere significar que el asunto de la acción de tutela tiene importancia para la interpretación de la Constitución, para su aplicación, para su eficacia y para la determinación del contenido y alcance de los derechos fundamentales y libertades públicas. 

3.2.2. Al encontrar que el presente asunto tiene relevancia constitucional, la Sala analizará si la acción cumple los siguientes requisitos de procedibilidad adjetiva i) que no se trate de tutela contra tutela, ii) la inmediatez y iii) la subsidiariedad, es decir el agotamiento de los recursos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección de los derechos que se dicen vulnerados. 

3.3.1. En la presente solicitud de amparo se advierte que nos encontramos en el evento excepcional de procedencia de la acción de tutela contra la decisión del incidente de desacato, según se analizó en precedencia. 

3.3.2. De igual manera, en el presente asunto se cumple con el requisito de inmediatez, pues la acción de tutela pretende cuestionar el auto proferido el 3 de julio de 2018, notificado por estado fijado el 29 de agosto de 2018, ejecutoriado el 3 de septiembre de ese mismo y año y, la acción de tutela se presentó el 4 de septiembre de 2018, es decir, se formuló dentro de un término que a juicio de la Sala resulta razonable.

3.3.3. En lo referente a la existencia de otro mecanismo de defensa para controvertir las decisiones que, en concepto de la parte actora, vulneraron sus derechos fundamentales, se advierte que no cuenta con otro medio de defensa judicial ordinario para el efecto, por cuanto en el Decreto Ley 2591 de 1991 únicamente es procedente la consulta en el evento de que la decisión que impone una sanción sin que prevea recurso alguno contra la que lo niega.

3.4. Caso concreto 

3.4.1. Al abordar el caso concreto, la Sala advierte que el  demandante en realidad no invoca alguna causal específica de procedencia de la acción de tutela contra la providencia judicial referida, ni precisa cuál de los aspectos esenciales del debido proceso constitucional se vulneraron en el caso concreto, limitándose a reiterar lo que considera el incumplimiento de las órdenes de tutela impartidas por la Corte Constitucional en la Sentencia T-774 de 2004 que le amparó el derecho al debido proceso en conexidad con el medio ambiente. 

3.4.2. En efecto, el actor, en primer lugar, consideró que, a pesar de que estaba debidamente probada la ocupación y explotación ilegal de un área excluida de la actividad minera, la Subsección B de la Sección Segunda del Consejo de Estado dejó de aplicar el procedimiento previsto en el artículo 36 de la Ley 685 de 2001, conforme a lo dispuso la sentencia T-774 de 2004, disposición que la obligaba a ordenar a la autoridad competente que adoptara las medidas necesarias para el desalojo de la áreas ilegalmente ocupadas.

3.4.2.1. Lo anterior, no puede entenderse como un defecto sustantivo que torne procedente el amparo solicitado, por cuanto en el incidente de desacato lo que correspondía al juez era la verificación del cumplimiento de las órdenes dadas en la sentencia y la responsabilidad de los funcionarios encargados de su observancia. En todo caso, el juez del incidente advirtió que la CAR adelantó las actuaciones administrativas dispuestas por la Corte Constitucional en la sentencia objeto de cumplimiento. 

3.4.2.2. Adicionalmente, la norma que el tutelante considera que se desconoció al dictar la providencia en el incidente de desacato establece que en los contratos concesión se entenderán excluidas o restringidas de pleno derecho, las zonas, terrenos y trayectos en los cuales está prohibida la actividad minera o se entenderá condicionada a la obtención de permisos o autorizaciones especiales, advirtiendo que esta exclusión o restricción no requerirá ser declarada por autoridad alguna, en tanto opera por ministerio de la ley. 

3.4.2.3. Así mismo, el precepto establece que si de hecho dichas zonas y terrenos fueren ocupados por obras o labores del concesionario, la autoridad minera ordenará su inmediato retiro y desalojo, sin pago, compensación o indemnización alguna por esta causa, sin perjuicio de las actuaciones que inicien las autoridades competentes en cada caso cuando a ello hubiere lugar. 

3.4.2.4. Sobre el cumplimiento de este segundo supuesto previsto en la norma cuya aplicación pretende el accionante, la Sala encuentra que la autoridad accionada en el auto censurado verificó las actuaciones de la autoridad minera y de las accionadas encaminadas a dar cumplimiento al fallo de tutela sobre el retiro y desalojo de los concesionarios, encontrando que se habían adelantado las actividades correspondientes, previa valoración en su conjunto de las pruebas allegadas al proceso. 

3.4.2.5. Por otra parte, la autoridad judicial tutelada advirtió que en sede de desacato no era posible ampliar, modificar o extender la orden de tutela dada en el año 2004 a hechos o situaciones posteriores que no fueron objeto de análisis en la acción de amparo que subyace al trámite incidental, encontrando la Sala razonable tal decisión, de cara a la naturaleza jurídica del procedimiento constitucional y al derecho al debido proceso de los funcionarios encargados de cumplir el fallo de tutela.

3.4.3. El accionante alegó que la autoridad judicial demandada no se pronunció sobre la petición de desalojo de los concesionarios que ilegalmente explotan el área excluida de la actividad minera, conforme el procedimiento dispuesto en el artículo 36 de la Ley 685 de 2001 con lo que –en su sentir– se desconoció el derecho de acceso a la administración de justicia.

3.4.3.1. Sobre esta alegación la Sala reitera que la orden en tal sentido fue dada por la Corte Constitucional a la CAR y que, contrario a lo afirmado por el accionante, en la providencia censurada se estudiaron in extenso todos los expedientes administrativos sancionatorios que han sido tramitados o se encuentran en trámite en la entidad y que tienen por objeto igualmente determinar la procedencia del desalojo o retiro de los concesionarios de las áreas protegidas, concluyendo que “la CAR sí ha realizado diferentes actuaciones con el fin de dar cumplimiento a lo dispuesto por la Corte Constitucional en la sentencia T-774 de 2004, siendo así que incluso como le informó al señor Carlos Alberto Mantilla en respuesta a una solicitud efectuada por él
, puso en conocimiento de la Agencia Nacional de Minería dicha situación con el fin de que se atienda lo dispuesto en el artículo 36 de la Ley 685 de 2001, por lo que no se encuentra una conducta reprochable que deba ser sancionada en el presente trámite.”

3.4.3.2. Se destaca que, en igual sentido, la Sala accionada estudió la totalidad de las actuaciones realizadas por las entidades que fueron vinculadas a la orden de tutela, encontrando que éstas han adelantado los trámites que constitucional y legalmente les corresponden en relación inclusive con la aplicación de la segunda parte del artículo 36 de la Ley 685 de 2002, por lo que objetivamente no encontró posibilidad de sancionar a los funcionarios. 

3.4.4. Finalmente, el tutelante indicó que la providencia cuestionada desconoce las pruebas que acreditan que la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca – CAR no ha adelantado alguna actuación dirigida a dar cumplimiento a la orden impartida por la Corte Constitucional en el numeral 4º de la sentencia T-744 de 2004 y que no se tuvieron en cuenta las pruebas que demostraban que las autoridades señaladas en el numeral 5º de la sentencia referida no han dado cumplimiento a la instrucción impartida por la Corte Constitucional. 

3.4.4.1. Cabe destacar que esta alegación en realidad corresponde a un defecto fáctico, sin embargo, la parte actora no cumplió con la carga de identificar los medios de convicción que –a su juicio– no fueron tenidos en cuenta por la autoridad accionada al momento de resolver el incidente de desacato ni señaló las razones por las cuales eran relevantes para la decisión y/o la incidencia de los mismos en el sentido de la decisión. 

3.4.4.2. En efecto el actor se refirió en forma genérica a las pruebas obrantes en la actuación, calificando de inútiles las aducidas en el incidente por las autoridades vinculadas al trámite incidental, lo cual impide analizar este cargo de fondo, pues el juez de tutela no puede realizar una nueva apreciación de la totalidad de las pruebas ni desconocer la actividad probatoria realizada por el juez del incidente de desacato. 

3.4.5. La Sala no advierte un error en el juicio valorativo realizado por la autoridad accionada que tenga las características que ha destacado la Corte Constitucional, esto es “(…) que sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues según las reglas generales de competencia el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto”
.

3.4.6. Es preciso poner de presente que los artículos 228 y 230 de la Constitución Política confieren al juez autonomía, potestad que legitima las decisiones que profiere, de tal manera que la acción de tutela no puede constituirse en una tercera instancia que se pueda emplear para que se revise lo definido por el juez natural de la especialidad. 

3.4.7. Finalmente, la Sala pone de presente que la decisión de cumplimiento en relación con las órdenes de tutela que se verificó en el asunto de la referencia, no tiene la posibilidad de impedir que en el evento de subsistir violaciones a las normas ambientales señaladas por el actor, el mismo las denuncie ante las autoridades competentes y pueda cuestionar las actuaciones y omisiones de tales autoridades en sedes administrativa y judicial, en tanto el ordenamiento jurídico consagra mecanismos para garantizar los derechos, al margen del incidente de desacato cuya decisión es objeto de cuestionamiento y en el que se le solicitó al juez que adoptara decisiones que desbordan su competencia en la materia, de cara a la naturaleza del incidente de desacato. 

3.5. Conclusiones 

En el caso concreto se superó el requisito de relevancia constitucional, no obstante lo cual, no se encontró acreditado un requisito específico de procedibilidad de la acción de tutela contra providencia judicial que le permita a esta Sala conceder el amparo constitucional solicitado, no advirtiéndose la presencia de defectos sustantivo ni fáctico en el sub lite, por lo que se revocará la decisión de primera instancia que declaró improcedente la acción y, en su lugar, se negará la petición de amparo constitucional. 

III. DECISIÓN
Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA:

PRIMERO: REVOCAR el fallo del 15 de noviembre de 2018, por medio del cual el Consejo de Estado – Sección Cuarta declaró improcedente la acción de tutela invocada por el señor Carlos Alberto Mantilla Gutiérrez contra el Consejo de Estado, Sección Segunda – Subsección “B”, para, en su lugar negar la petición de amparo constitucional, por las consideraciones expuestas en la parte motiva. 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes y a los intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto Ley 2591 de 1991.

TERCERO: Remitir el expediente a la Corte Constitucional, dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoría del fallo, para su eventual revisión, en los términos del artículo 32 del Decreto Ley 2591 de 1991.

CUARTO: DEVOLVER al despacho judicial de origen el expediente remitido en préstamo.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO 

Presidente

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Magistrada

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ 

Magistrada

ALBERTO YEPES BARREIRO

Magistrado
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� Folios 1 al 17. 


� “Por la cual se expide el Código de Minas y se dictan otras disposiciones”. La norma cuyo cumplimiento se solicitó establece: “Artículo 36: Efectos de la exclusión o restricción.  En los contratos de concesión se entenderán excluidas o restringidas de pleno derecho, las zonas, terrenos y trayectos en los cuales, (de conformidad con los artículos anteriores), está prohibida la actividad minera o se entenderá condicionada a la obtención de permisos o autorizaciones especiales.  Esta exclusión o restricción no requerirá ser declarada por autoridad alguna, ni de mención expresa en los actos y contratos, ni de renuncia del proponente o concesionario a las mencionadas zonas y terrenos.  Si de hecho dichas zonas y terrenos fueren ocupados por  obras o labores del concesionario la autoridad minera ordenará su inmediato retiro y desalojo, sin pago, compensación o indemnización alguna por esta causa. Lo anterior, sin perjuicio de las actuaciones que inicien las autoridades competentes en cada caso cuando a ello hubiere lugar”.  El texto entre paréntesis fue declarado inexequible por la Corte Constitucional en la sentencia C-339 de 2002 (mayo 7).


� El 12 de julio de 1993, Ricardo Vanegas Sierra suscribió con el Ministerio de Minas y Energía el contrato de concesión minera N° 16.569, para la exploración y explotación de materiales de construcción, en un terreno ubicado en jurisdicción del municipio de La Calera, Cundinamarca. 


� El 15 de septiembre de 1993, Jorge Pongutá Orduz suscribió con el  Ministerio de Minas y Energía el contrato de concesión minera N° 16.715 para la exploración y explotación de materiales de construcción, en un terreno ubicado en jurisdicción del municipio de La Calera, departamento de Cundinamarca.


� Sobre este contrato de concesión no aparece la fecha de celebración ni el contratista.


� Folios 1-25.


� Amparo administrativo: “Artículo 306. Minería sin título. Los alcaldes procederán a suspender, en cualquier tiempo, de oficio o por aviso o queja de cualquier persona, la explotación de minerales sin título inscrito en el Registro Minero Nacional. Esta suspensión será indefinida y no se revocará sino cuando los explotadores presenten dicho título. La omisión por el alcalde de esta medida, después de recibido el aviso o queja, lo hará acreedor a sanción disciplinaria por falta grave.” 


� El demandante no precisó en que providencia se resolvió sobre el particular.


� Folios 3323-3325 reverso.


� Folios 3393-3401 reverso.


� Folios 3438-3441 reverso.


� Folios 3478-3480 reverso.


� Folios 3771-3773 reverso.


� Folios 5047-5051.


� Folios 5178-5180 reverso.


� Folios 5183-5189 reverso; 5197.


� Folios 5192-5195.


� Folios 5216-5221.


� Folios 45 a 59 del expediente de tutela.


� Folio 62.


� Folios 64 a 69.


� Folios 71 y 72. 


� Folios 81 a 81 a 83.


� Folios. 109 a 112.


� Folios 155 a 157.


� Folios 189 a 197.


� Folio 9 del cuaderno número 2 del expediente de tutela.


� Folios 227 a 239 del cuaderno número 2 del expediente de tutela. El escrito de impugnación fue presentado dentro del término señalado en el Decreto Ley 2591 de 1991, toda vez que el accionante se dio por notificado previamente por conducta concluyente interponiendo el recurso inclusive antes de la notificación por medios electrónicos.


� Folio 238 del cuaderno número 2 del expediente de tutela.


�Ref.: Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. Acción de Tutela - Importancia jurídica. Actora: Nery Germania Álvarez Bello. C.P.: María Elizabeth García González.


� El recuento de esos criterios se encuentra en las páginas 13 a 50 del fallo de la Sala Plena antes reseñado. 


� Se dijo en la mencionada sentencia “DECLÁRASE la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, de conformidad con lo expresado a folios 2 a 50 de esta providencia.”


� Corte Constitucional, M.P. Antonio José Lizarazo Ocampo


� SU-050 de 2017. 


� Corte Constitucional, Sentencia SU-050 de 2018, Cristina Pardo Schlesinger


� Corte Constitucional, Sentencia T-343 de 5 de mayo de 2011. M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto


� La Corte Constitucional desde la sentencia C-590 de 2005 incluyó como requisitos genéricos de procedibilidad de la acción de tutela contra providencia judicial que (i) la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; (ii) se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable, (iii) se cumpla el requisito de la inmediatez, y (iv) no se trate de sentencias de tutela. Dicha postura fue acogida por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo en sentencia de unificación del 5 de agosto de 2014, en la que se indicó que para determinar la procedencia de la acción constitucional contra providencia judicial se debían analizar dichos requisitos. Los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la referida sentencia C-590 de 2005, incluyendo el relativo a la relevancia constitucional se fundan en que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales, como lo señala el artículo 86 Constitucional, y, por ende, el amparo frente a decisiones judiciales no puede ser ajeno a esas características.


� De conformidad con estas normas el debido proceso constitucional se integra por las siguientes garantías: “(i) el principio de legalidad; (ii) el principio del juez natural; (iii) el derecho a la observancia de las formas propias de cada juicio; (iv) el principio de favorabilidad; (v) el derecho a la presunción de inocencia; (vi) el derecho a la defensa; (vii) el derecho a la publicidad de las actuaciones procesales y la no dilación injustificada de las mismas; (viii) el derecho a presentar y controvertir pruebas; (ix) el derecho a impugnar las providencias judiciales; (ix) el principio de non bis in ídem; (x) el principio de non reformatio in pejus; (xi) el derecho a no declarar contra sí mismo o contra su cónyuge, compañero permanente o ciertos parientes; (xii) el principio de independencia judicial; y (xiii) el derecho de acceso a la administración de justicia.”


� Corte Constitucional, sentencias C-595 de 2010 y C-632 de 2011.


� Folio 5222 (CD- archivo denominado Anexo 23 CAR ANM)


� Corte Constitucional, Sentencia SU-424 de 2012, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo





